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DICTAMEN CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA AL EJECUTIVO FEDERAL A SUSCRIBIR LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LAS PERSONAS MAYORES.

HONORABLE ASAMBLEA
A la Comisión de Relaciones Exteriores de la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados le fue turnada, para su estudio y dictamen, la Proposición con Punto de Acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo federal, a través de la Secretaría de Relaciones Exteriores, de la Secretaría del Bienestar y de la Colegisladora, a ratificar la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores.
La Comisión de Relaciones Exteriores, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39 y 45, numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; 80, numeral 1, fracción VI; 82, numeral 1, y 85 del Reglamento de la Cámara de Diputados, y habiendo analizado el contenido de la proposición con punto de acuerdo, somete a consideración de esta Honorable Asamblea el presente dictamen, al tenor de lo siguiente:

ANTECEDENTES 

1. Con fecha 10 de febrero de 2021, la diputada Isabel Margarita Guerra Villareal, integrante del Grupo Parlamentario del PAN, presentó la Proposición con Punto de Acuerdo que exhorta al Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de Relaciones Exteriores (S.R.E.), de la Secretaría del Bienestar y de la Colegisladora, a ratificar la Convención Interamericana Sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores (sic).

2. En la misma fecha, la Proposición con Punto de acuerdo fue turnada para su estudio y dictamen a la Comisión de Relaciones Exteriores. 


CONTENIDO DE LA PROPOSICIÓN

La Diputada expone textualmente en sus consideraciones lo siguiente:
“I. El artículo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece el derecho de la no discriminación por edad; asimismo, dice que “En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece”.
El 8 de mayo de 2020, se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el decreto por el que se reforma y adiciona el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en la que se incluye la atención para las personas adultas mayores al decir que:
Las personas mayores de sesenta y ocho años tienen derecho a recibir por parte del Estado una pensión no contributiva en los términos que fije la Ley. En el caso de las y los indígenas y las y los afromexicanos esta prestación se otorgará a partir de los sesenta y cinco años de edad.
Por otra parte, el 25 de junio de 2002, se publicó en el Diario Oficial de la Federación, la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores que tiene por objeto garantizar el ejercicio de los derechos de las personas adultas mayores (artículo 1o.).
Los principios rectores de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores, se encuentra en el artículo cuarto y son:
I. Autonomía y autorrealización. Todas las acciones que se realicen en beneficio de las personas adultas mayores orientadas a fortalecer su independencia, su capacidad de decisión y su desarrollo personal y comunitario;
II. Participación. La inserción de las personas adultas mayores en todos los órdenes de la vida pública. En los ámbitos de su interés serán consultados y tomados en cuenta; asimismo se promoverá su presencia e intervención;
III. Equidad. Es el trato justo y proporcional en las condiciones de acceso y disfrute de los satisfactores necesarios para el bienestar de las personas adultas mayores, sin distinción por sexo, situación económica, identidad étnica, fenotipo, credo, religión o cualquier otra circunstancia;
IV. Corresponsabilidad. La concurrencia y responsabilidad compartida de los sectores público y social, en especial de las comunidades y familias, para la consecución del objeto de esta Ley, y V. Atención preferente. Es aquella que obliga a las instituciones federales, estatales y municipales de gobierno, así como a los sectores social y privado a implementar programas acordes a las diferentes etapas, características y circunstancias de las personas adultas mayores.
II. De acuerdo a la Organización de las Naciones Unidas (ONU) en su Informe de la Segunda Asamblea Mundial sobre el Envejecimiento Madrid, 8 a 12 de abril de 2002, expresa que “El envejecimiento de la población va a pasar a ser una cuestión de primordial importancia en los países en desarrollo que, según se proyecta, envejecer rápidamente en la primera mitad del siglo XXI. Se espera que para 2050 el porcentaje de personas de edad aumentará de 8 a 19 por ciento, mientras que el de niños va a descender de 33 a 22 por ciento”.1 
III. El Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi) en su Quinta Encuesta Nacional de Salud y Envejecimiento (Enasem 2018),2 muestra los siguientes resultados:
- La Enasem 2018 estimó una población de 28.2 millones de personas de 50 y más años de edad distribuidas de la siguiente manera: 46.4 por ciento tienen entre 50-59 años, 29.4 por ciento entre 60-69, 16 por ciento entre 70- 79, y 8.2 por ciento tienen 80 y más años de edad.1 En 2012 las proporciones fueron de 47.1 por ciento, 28.8 por ciento, 16.3 por ciento y 7.8 por ciento, respectivamente.
- En 2018, 45.9 por ciento de la población de 50 y más años de edad reportó que trabajaba, ya sea con pago o sin pago. Mientras que, en 2012, 16.6 por ciento de los hombres y 13.8 por ciento de las mujeres no contaban con derechohabiencia a algún servicio de salud, para 2018 esta situación disminuyó a 14.8 por ciento de los hombres y 9.7 por ciento de las mujeres.
- Predomina en este grupo de población la percepción de un estado deficiente de salud: 62.4 por ciento de las personas de 50 y más años de edad percibían tener un estado de regular a mala (57.7 por ciento de los hombres y 65.9 por ciento de las mujeres). Estos niveles y diferencias por sexo resultaron similares a los de 2012.
- Tanto en 2012 como en 2018 las enfermedades que más afectan a esta población son: hipertensión arterial, diabetes y artritis que afectan en 2018 respectivamente a 39.9 por ciento, 22.8 por ciento y 11.2 por ciento de las personas de 50 años de edad y más.
- En 2018, 11.2 por ciento de la población de 50 y más años de edad afirmó tener al menos una limitación para realizar actividades de la vida diaria como caminar, bañarse, comer, acostarse y levantarse de la cama. Para el caso de los hombres la proporción fue de 9.5 por ciento y para las mujeres de 18.3 por ciento.
IV. De acuerdo a Karla Denisse González en su artículo Envejecimiento demográfico en México: análisis comparativo entre las entidades federativas, llega a las siguientes conclusiones, sobre el crecimiento de las personas adultas, mayores en nuestro país:
De esta manera, en el año 2015 las entidades con mayor proporción de adultos mayores se concentran en la región central del país, mismas que se encuentran en una etapa de transición dentro del proceso de envejecimiento con porcentajes de población en edad avanzada entre 10 y 13.4; en orden descendente son las siguientes: Distrito Federal, Veracruz, Oaxaca, Morelos, Yucatán, Michoacán, Sinaloa, Zacatecas, San Luis Potosí, Nayarit, Hidalgo, Guerrero, Jalisco y Durango. No obstante, en los próximos años todas las entidades de la República Mexicana avanzarán en su proceso de envejecimiento demográfico, algunas a ritmos más acelerados que otras, como sucede en Quintana Roo, Baja California Sur, Baja California y estado de México, que duplicarán su población de adultos mayores en los próximos 15 años. En 2030, el Distrito Federal será la entidad más envejecida, con una proporción de adultos mayores equivalente a 20.5 por ciento, seguida por Veracruz (16.5), Sinaloa (15.9), Morelos (15.7) y Nuevo León (15.5).3 
IV. Es importante destacar que el 25 de enero de 2005, se publicó en el Diario Oficial de la Federación, cambios significativos la Ley de los Derechos de las Personas Mayores para incluir la importancia de los tratados internacionales para fortalecer el marco normativo de nuestro país en favor de las personas adultas mayores:
Artículo 16. Corresponde a la Secretaría de Desarrollo Social (hoy Secretaría de Bienestar):
...
II. Promover, en coadyuvancia con la Secretaría de Relaciones Exteriores, la suscripción de convenios internacionales en materia de atención a las personas adultas mayores, y
De allí la importancia para que el Estado mexicano suscriba la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores.
De acuerdo al artículo primero de dicho instrumento internacional tiene por objeto es la de “promover, proteger y asegurar el reconocimiento y el pleno goce y ejercicio, en condiciones de igualdad, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales de la persona mayor, a fin de contribuir a su plena inclusión, integración y participación en la sociedad”.
Sus principios generales de la Convención, son:
a) La promoción y defensa de los derechos humanos y libertades fundamentales de la persona mayor.
b) La valorización de la persona mayor, su papel en la sociedad y contribución al desarrollo.
c) La dignidad, independencia, protagonismo y autonomía de la persona mayor.
d) La igualdad y no discriminación.
e) La participación, integración e inclusión plena y efectiva en la sociedad.
f) El bienestar y cuidado.
g) La seguridad física, económica y social.
h) La autorrealización.
i) La equidad e igualdad de género y enfoque de curso de vida.
j) La solidaridad y fortalecimiento de la protección familiar y comunitaria.
k) El buen trato y la atención preferencial.
l) El enfoque diferencial para el goce efectivo de los derechos de la persona mayor.
m) El respeto y valorización de la diversidad cultural.
n) La protección judicial efectiva.
o) La responsabilidad del Estado y participación de la familia y de la comunidad en la integración activa, plena y productiva de la persona mayor dentro de la sociedad, así como en su cuidado y atención, de acuerdo con su legislación interna.
De acuerdo a la Organización de los Estados Americanos (OEA) los países que han firmado y ratificado dicha Convención son: Argentina, Chile, Ecuador, El Salvador y Uruguay. En el caso de nuestro país no ha firmado ni ratificado dicha Convención en favor de las personas mayores de México.
Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consideración de esta honorable asamblea la siguiente proposición con
Punto de Acuerdo
Primero. La Cámara de Diputados de la LXIV Legislatura del Congreso de la Unión solicita respetuosamente al titular del Poder Ejecutivo federal para que, a través de la Secretaría de Relaciones Exteriores y la Secretaría del Bienestar, impulsen la firma y ratificación de la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores de la Organización de los Estados Americanos.
Segundo. La Cámara de Diputados de la LXIV Legislatura del Congreso de la Unión solicita respetuosamente a la honorable Cámara de Senadores para que apoye la ratificación de la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores de la Organización de los Estados Americanos”.

Una vez establecidos los antecedentes y el objetivo de la proposición, los integrantes de la Comisión de Relaciones Exteriores que suscriben el presente dictamen, exponen las siguientes:
CONSIDERACIONES

PRIMERA. Esta dictaminadora coincide, en esencia, con la proponente, en el sentido del punto de acuerdo, como ha quedado manifiesto en diversas ocasiones. Recientemente, durante el desarrollo de la Décimo Séptima Reunión Ordinaria de la Comisión de Relaciones Exteriores, del 11 de diciembre de 2020, se aprobó un dictamen con punto de acuerdo por el que “la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión exhorta respetuosamente al Ejecutivo federal para que, a través de la Secretaría de Relaciones Exteriores, haga público un informe detallado sobre el estado que guarda el proceso de consultas y la firma concerniente a la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, adoptada por la Organización de Estados Americanos el 15 de junio de 2015”. 
El citado dictamen fue aprobado por unanimidad de las diputadas y los diputados presentes y remitido a la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados; sin embargo, no ha sido procesado en el Pleno y, por lo tanto, la materia del punto de Acuerdo subsiste.

SEGUNDA. Como ya ha sucedido en distintas partes del mundo, en América Latina y el Caribe, y de manera particular en México, hay un proceso de cambio en la distribución de edades de la población. A medida que se reduce la fecundidad, aumenta la esperanza de vida y crece también la población de adultos mayores con necesidades básicas y, la mayoría de las veces, con múltiples carencias, condición que trasforma la realidad poblacional. En ese contexto, la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) ha pronosticado que, entre 2010 y 2030, la cantidad de personas mayores en esta región se duplicará, de 58,57 millones a 119,67 millones, y en 2050 alcanzará la cifra de 195,87 millones. Ese incremento significa que en tres décadas el porcentaje de personas mayores en la región llegará a alrededor del 25% de la población total.

TERCERA. Desde 1982, la Organización de las Naciones Unidas ya insistía en que los países del mundo debían tomar decisiones particulares para atender las necesidades básicas de los adultos mayores en materia de salud, nutrición, vivienda, bienestar social, medio ambiente, educación, seguridad de ingresos y de empleo. La comunidad internacional convencida de los hechos por venir, impulsó programas de trabajo para que los Estados participantes, para crear medidas dirigidas a los adultos mayores para que tengan una vida digna, con derechos de autonomía, participación social, realización individual y se aproveche el potencial de las personas mayores en el siglo XXI.
En correspondencia con lo anterior, el 15 de junio de 2015, en la 45 Sesión de la Organización de los Estados Americanos (OEA), se aprobó la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores; primer instrumento jurídico definido, en materia de derechos humanos para personas adultas mayores que promueve, protege y legitima el reconocimiento, goce y ejercicio; de igualdad, derechos humanos y libertades fundamentales de las personas adultas mayores, garantizando su inclusión en la sociedad de manera plena.




Dentro de los principios destacados de esta Convención se encuentran:
· La valorización de la persona mayor, su papel en la sociedad y contribución al desarrollo. 
· La dignidad, independencia, protagonismo y autonomía de la persona mayor. 
· La igualdad y no discriminación. 
· La participación, integración e inclusión plena y efectiva en la sociedad. 
· La autorrealización. 
· La equidad e igualdad de género y enfoque de curso de vida. 
· El enfoque diferencial para el goce efectivo de los derechos de la persona mayor. 
· El respeto y valorización de la diversidad cultural. 
· La responsabilidad del Estado y participación de la familia y de la comunidad en la integración activa, plena y productiva de la persona mayor dentro de la sociedad, así como en su cuidado y atención, de acuerdo con su legislación interna.

Dentro de los principales deberes de los Estados partes se encuentran:
· Adoptar medidas para prevenir, sancionar y erradicar aquellas prácticas contrarias a la Convención.   
· Adoptar las medidas afirmativas y realizarán los ajustes razonables que sean necesarios para el ejercicio de los derechos establecidos en la Convención y abstenerse de adoptar cualquier medida legislativa que sea incompatible con la misma. 
· Adoptar y fortalecer todas las medidas legislativas, administrativas, judiciales, presupuestarias y de cualquier otra índole, incluido un adecuado acceso a la justicia a fin garantizar a la persona mayor un trato diferenciado y preferencial en todos los ámbitos. 
· Promover instituciones públicas especializadas en la protección y promoción de los derechos de la persona mayor y su desarrollo integral. 

La Convención impulsa un cambio de paradigma al abandonar la idea de las personas adultas mayores sujetas de asistencialismo, cambiando el criterio a “sujetos de derechos plenos”. Se trata de un instrumento internacional de avanzada, ya que también aborda el principio pro persona y el principio de progresividad[footnoteRef:1]. [1: Senado de la República, Gaceta del día Jueves 11 de octubre de 2018, consulta 28 de octubre de 2020, Disponible en: https://www.senado.gob.mx/64/gaceta_del_senado/documento/84334
] 


CUARTA. La Organización de las Naciones Unidas, establece la edad de 60 años para considerar que una persona es adulta mayor en los países en desarrollo, mientras que en los países desarrollados la vejez empieza a los 65 años. La Comunidad Internacional reconoce los derechos de las personas adultas mayores en el Plan de Acción Internacional de Viena sobre el Envejecimiento, aprobado en la Asamblea Mundial sobre el Envejecimiento, celebrada en 1982, así se crearon los Principios de las Naciones Unidas en favor de las Personas de Edad, aprobados en 1991; los Objetivos mundiales sobre el envejecimiento para el año 2001, fijados en 1992, y la Proclamación sobre el Envejecimiento del mismo año; todos ellos, fomentaron la conciencia internacional para el bienestar de las personas mayores.

QUINTA. En concordancia con lo anterior, en 2015, en el seno de la OEA se aprobó, luego de seis años de negociación, el único instrumento interamericano, y el primero a nivel internacional, para proteger los derechos de las personas mayores, que van desde; lo civil, político, económico, social y cultural. La esencia de la Convención, como primer instrumento jurídicamente vinculante del mundo, es promover, proteger y asegurar el reconocimiento y el pleno goce y ejercicio, en condiciones de igualdad, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales de la persona mayor, y contribuir a su inclusión, integración y participación en la sociedad. Dicho instrumento internacional se firmó de forma inmediata por los Gobiernos de la Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Costa Rica, Ecuador, El Salvador y Uruguay[footnoteRef:2]. [2:  Senado de la República, Comisión de Derechos Humanos, Consulta 29 de octubre de 2020, Disponible en:   https://www.senado.gob.mx/64/gaceta_del_senado/documento/94813] 


En México se reconocen instrumentos normativos nacionales e internacionales para la defensa de los derechos de las personas mayores de 60 años, tales como: la Declaración Universal de los Derechos Humanos; la Convención Americana sobre Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; la Recomendación 162 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) sobre los trabajadores de edad; el Protocolo de San Salvador; la Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer; y la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores. Sin embargo, aún están pendientes la “firma y aprobación”, por parte del Estado mexicano, de la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores que la Organización de Estados Americanos adoptó el 15 de junio de 2015.  

Además, cabe recordar que, a partir de la reforma constitucional en materia de Derechos Humanos, del año 2011, los tratados internacionales en la materia tienen jerarquía constitucional, dado que el Estado mexicano ha reconocido la importancia y trascendencia de los derechos humanos de todas las personas. 
En tal virtud, esta dictaminadora propone modificar el punto resolutivo de la proponente, a fin de adecuar el procedimiento correspondiente, en términos de los artículos 76, fracción I, y 89, fracción X, con relación al artículo 133, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

SEXTA. De igual manera, la Comisión Nacional de Derechos Humanos (CNDH) y la Comisión de Derechos Humanos de la Ciudad de México han urgido al Ejecutivo Federal a ratificar la Convención para garantizar la inclusión, respeto, la no discriminación y la no violencia, de este sector vulnerable, que representa actualmente el ocho por ciento de la población.

Conviene señalar que la actual pandemia por Covid-19, también ha evidenciado la vulnerabilidad de este sector de la población que la citada Convención pretende proteger.
La CNDH, indico que 61% de las personas mayores de 65 años viven en situación de pobreza, de éstos, el 6.6% lo hace en pobreza extrema, y la mayoría son mujeres. Por ello, la firma y aprobación de la citada Convención significaría avanzar de acuerdo al mandato del Artículo 1° de nuestra Carta Magna, en lo relativo a promover, proteger y garantizar los derechos humanos de toda persona[footnoteRef:3]. En México el abuso patrimonial no es la única arbitrariedad que se ejecuta contra este sector poblacional, pero sí el más doloroso, porque es consumado por la propia familia, y en muchos casos por los hijos [3:  Derechos Humanos pide ratificar Convención en pro de adultos mayores, NOTIMEX, 11 de octubre de 2018, Consulta, 29 de octubre de 2020, Disponible en: https://www.20minutos.com.mx/noticia/430779/0/derechos-humanos-pide-ratificar-convencion-en-pro-de-adultos-mayores/] 

En ese sentido, este instrumento internacional es transcendental, pues implica garantizar a los 13 millones de personas mayores en México en un marco legal más amplio, que les permita practicar enteramente sus derechos. Así, cuando un procedimiento legal no es resuelto en instancias nacionales, siempre existe la posibilidad de acudir a las instancias u organismos internacionales para que se hagan recomendaciones a las autoridades locales[footnoteRef:4]. [4:  México debe firmar Convención Interamericana sobre Protección de Derechos Humanos de Personas Mayores: Boletín UNAM-DGCS-386, Ciudad universitaria, 15 de junio de 2018, Consulta; 09 de noviembre de 2020, Disponible en: https://www.dgcs.unam.mx/boletin/bdboletin/2018_386.html] 

Aunado a lo anterior, esta Convención se inscribe en los instrumentos internacionales en materia de Derechos Humanos y, por lo tanto, atendiendo al propio artículo 1° de nuestra Constitución, gozaría de rango constitucional y las autoridades del país tendrían la obligación de actuar en consecuencia.
En virtud de lo expuesto, esta Comisión dictaminadora somete a consideración del pleno el siguiente
ACUERDO
Único. La Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión solicita respetuosamente al titular del Poder Ejecutivo federal que suscriba la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores de la Organización de Estados Americanos y, en su caso, remita a la Cámara de Senadores el expediente, a efecto de que sea aprobado en términos de lo dispuesto por los artículos 76, fracción I, y 89, fracción X, con relación al artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro el 30 de marzo de 2021.
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